
 
DENIEGA ACCESO A LA INFORMACIÓN POR RAZÓN 

QUE INDICA. 

 

 

 

 

  VISTO: Lo dispuesto en el D.F.L. N° 343, de 1953 y en el 

D.F.L. N° 279, de 1960, ambos del Ministerio de Hacienda; en el D.L. N° 557, de 1974, del 

Ministerio del Interior; en la Ley N° 18.059; en la Ley 18.696; en la ley N° 18.575, Orgánica 

Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, 

coordinado y sistematizado se fijó a través del D.F.L. N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio 

Secretaría General de la Presidencia; en la Ley N°19.880 que establece Bases de los 

Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del 

Estado; en la Ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, y su reglamento, aprobado 

por el Decreto Supremo N° 13, de 2009, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; en 

la Ley 19.628, sobre protección de la vida privada; en el Decreto N°1215 de 2007, del Ministerio 

del Interior; en la Instrucción General N° 10, del Consejo para la Transparencia, sobre el 

Procedimiento Administrativo de Acceso a la Información; en la Resolución N° 7 de 2019, de la 

Contraloría General de la República; y demás normativa aplicable. 

 

 

         CONSIDERANDO: 

 

 

1. Que con fecha 6 de diciembre de 2021, doña Sandra 

Martínez Tapia presentó una solicitud de acceso a través de la cual pide “Solicito la nómina de 

los funcionarios del ministerio que entre el 1 de enero de 2016 y 30 de noviembre 2021 se han 

sometido a test de drogas. Desglosado por cargo de funcionario, si se detectó o no algún 

estupefaciente y si se negó a la toma de muestra. En caso de que el resultado dio positivo, 

indicar qué tipo de estupefaciente se encontró. En virtud del artículo 11 letra e) de la Ley 20.285, 

solicito los documentos bajo el principio de divisibilidad, el cual dice que si los documentos 

requeridos contienen información que puede ser conocida y a la vez otra que debe denegarse, 

en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda. Recuerdo también que 

de ser necesaria la autorización de un tercero para dar acceso a la información requerida, de 

acuerdo a la Ley 20.285, la autoridad podrá denegar el acceso a la información, solo si el o los 

terceros involucrados fundamentan su negativa en alguna de las tres causales señaladas 

expresamente en el artículo 21 de la Ley 20.285” (sic), identificada con el número 

AN001T0014683. 

 

2. Que, el artículo 61 del DLF-1-19.653 de 2001, que fijó 

el texto refundido coordinado y sistematizado de la Ley N°18.575 Orgánica Constitucional de 

Bases de la Administración del Estado, establece que “Corresponderá a la autoridad superior de 

cada órgano u organismo de la Administración del Estado prevenir el consumo indebido de 

sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, de acuerdo con las normas contenidas en el 

reglamento. El reglamento a que se refiere el inciso anterior contendrá, además, un 

procedimiento de control de consumo aplicable a las personas a que se refiere el artículo 55 bis. 

Dicho procedimiento de control comprenderá a todos los integrantes de un grupo o sector de 



funcionarios que se determinará en forma aleatoria; se aplicará en forma reservada y 

resguardará la dignidad e intimidad de ellos, observando las prescripciones de la ley 

Nº 19.628, sobre protección de los datos de carácter personal. Sólo será admisible como 

prueba de la dependencia una certificación médica, basada en los exámenes que correspondan”. 

 

 

3. Que, en relación a lo dispuesto en el considerando 

precedente, conforme a lo establecido en la Ley N° 19.628, la información solicitada relativa a 

la nómina de las personas que se han sometido a control de consumo, así como los resultados 

de los exámenes, corresponden a datos sensibles de funcionarios de esta Subsecretaría, puesto 

que comprende antecedentes personales referentes al estado de salud físico y psíquico de cada 

uno, lo que da cuenta y forma parte del ámbito de su vida privada e intimidad, lo que es 

concordante con lo señalado por el Consejo para la Transparencia en Decisión de Amparo ROL 

C2583-20 “(…) información sobre la edad, fecha de nacimiento, comuna de residencia, entre 

otros datos contenidos en las bases de datos solicitadas, constituyen datos personales, que sin 

perjuicio del tarjamiento específico del nombre de los respectivos usuarios, se refieren en su 

conjunto, a una persona natural identificable. Asimismo, los registros sobre el estado de 

salud físico y/o psíquico de los usuarios, vinculados a la situación de alcoholismo y 

drogadicción, constituyen un dato de naturaleza sensible”. 

 

En este sentido, tales datos deben ser resguardados 

con la debida diligencia, adoptando todas las medidas de seguridad necesarias, obligando a 

guardar secreto sobre los mismos, en tanto no provienen ni han sido recolectados de fuentes 

accesibles al público, considerando además el evidente perjuicio que puede significar la 

utilización de esta información en manos de terceras personas. 

 

 

4. Que el artículo 8° de la Constitución Política de la 

República, establece que “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así 

como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum 

calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad 

afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las 

personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional”. 

 

Luego, atendida la jerarquía de la norma citada en el 

considerando 2, esta Subsecretaría se encuentra en la obligación de resguardar y mantener la 

reserva de la información solicitada relativa a la aplicación de exámenes de control de consumo 

de drogas. 

 

5. Que, dado lo anterior, la Subsecretaría infrascrita 

considera procedente no dar lugar a la solicitud de acceso singularizada, ya que se configuran 

en la especie las causales de reserva establecidas en el artículo 21 N° 2 y N° 5 de la Ley de 

Transparencia, esto es: “Artículo 21.- Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud 

se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes: (…) 2. 

Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las personas, 

particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su vida privada o derechos 

de carácter comercial o económico. (…) 5. Cuando se trate de documentos, datos o 

informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de 

acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8º de la Constitución Política”; pues con la entrega 

de información se vulneraría directamente el artículo 61 de la Ley N° 18.575, contraviniendo 

una norma de rango orgánica constitucional, exponiendo antecedentes  de carácter reservado y 

en consecuencia privando del debido resguardo la dignidad y la intimidad de los servidores que 

se han sometido al control de consumo de drogas. 



 

      

 

RESUELVO: 

 

1º DENIÉGASE la solicitud de acceso a la información 

presentada por doña Sandra Martínez Tapia con fecha 6 de diciembre de 2021, por concurrir en 

la especie las causales de reserva o secreto previstas en el artículo 21 N° 2 y N° 5, de la Ley de 

Transparencia, según se expresó en las consideraciones precedentes. 

 

2º Conforme con lo dispuesto en el artículo 12 de Ley de 

Transparencia y con el artículo 37 del Decreto Supremo Nº 13, de 2009, del Ministerio Secretaría 

General de la Presidencia, y habida cuenta que el peticionario expresó en la solicitud su voluntad 

de ser notificado mediante comunicación electrónica para todas las actuaciones y resoluciones 

del procedimiento administrativo de acceso a la información, la presente resolución deberá 

notificarse a la dirección de correo electrónico indicada por él en la solicitud, adjuntando copia 

íntegra de la misma. 

 

3° En conformidad con los artículos 24 y siguientes de la 

Ley de Transparencia, el solicitante tiene el derecho a recurrir ante el Consejo para la 

Transparencia, dentro del plazo de quince (15) días contados desde la notificación del presente 

acto administrativo.  

 

4° Incorpórese la presente resolución, al índice de actos 

y documentos calificados como secretos o reservados una vez que se encuentre a firme, en 

conformidad a lo dispuesto en la Instrucción General N° 3 del Consejo para la Transparencia, es 

decir, cuando: i) habiendo transcurrido el plazo para presentar la reclamación a que se refiere 

el artículo 24 de la Ley de Transparencia, ésta no se hubiere presentado; ii) habiéndose 

presentado la reclamación anterior, el Consejo hubiere denegado el acceso a la información sin 

que se interpusiere el reclamo de ilegalidad en el plazo contemplado en el artículo 28 de la Ley, 

o iii) habiéndose presentado el reclamo de ilegalidad, la Corte de Apelaciones confirmare el acto 

administrativo denegatorio. 

 

 

ANÓTESE Y NOTIFÍQUESE 

 

 



Distribución:

GABINETE MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

GABINETE SUBSECRETARÍA DE TRANSPORTES

COORDINACION DE USUARIOS - AREA SAIP

DIVISION LEGAL

Para verificar la validez de este documento debe escanear el código QR y descargar una copia del

documento desde el Sistema de Gestión Documental.
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